En la ciudad de San Nicolás de los Arroyos, a los 9 días del mes de marzo de 2010, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en San Nicolás, integrada por los Dres. Damián Nicolás Cebey, Marcelo José Schreginger y Cristina Yolanda Valdez, se reúne en Acuerdo Ordinario para dictar sentencia definitiva en los autos "PEREZ NUÑEZ HORACIO ANTONIO C/ MUNICIPALIDAD DE JUNÍN S/ PRETENSIÓN ANULATORIA", expediente nº 823-2009.


De acuerdo con el sorteo efectuado se estableció el siguiente orden de votación: Dres. Cristina Yolanda Valdez, Damián Nicolás Cebey y Marcelo José Schreginger.

ANTECEDENTES

I. El señor Horacio Antonio Pérez Núñez, con el patrocinio letrado de los Dres. Digna Sans y Horacio Posada, interpone demanda contenciosa administrativa, pretendiendo se declaren nulas, inválidas e ineficaces, las Resoluciones de fecha 27 de julio y 20 de setiembre, ambas del año 2005 (dictadas por el Secretario de Economía y Producción de la Municipalidad de Junín) y la decisión del Intendente Municipal de fecha 17 de noviembre del mismo año, todas recaídas en el expediente administrativo n° 4059-2050-2005 y -consecuentemente- se le reconozcan los honorarios que le corresponden, a raíz del contrato de locación de obra suscripto con el Municipio demandado.


Narra que, en fecha 13 de junio de 2004, celebra con la Municipalidad de Junín un contrato de locación de obra, cuyo objeto radicaba en el estudio y/o análisis y/o control de la relación contractual entre la Municipalidad aludida y EDEN S.A., por el suministro de energía eléctrica y cobro de tasas en el partido de Junín. 


Refiere que esta propuesta tendía a lograr una disminución del precio de la unidad de medida facturada. Añade que, de no producirse un ahorro para la Comuna, no se devengarían honorarios ni gastos en favor del actor y -si los hubiera- se convino un precio equivalente al treinta y cinco (35%) del ahorro o disminución en la facturación que consiguiera la parte locadora. Expone que se previó también en el contrato, según la parte actora, el estudio de la información histórica y estados de compensación de cuentas recíprocas entre el Municipio y Eden, logrando resultados y recibiendo los honorarios correspondientes.


Se disconforma con la resolución del Secretario de Economía y Producción (quien consignó, como fundamento en el acto administrativo signado, la remisión a los dictámenes del Director General de Ingresos Públicos y del Subsecretario Legal y Técnico), diciendo que la tarea de implementación de un nuevo sistema de cálculo para la Tasa de Alumbrado Público no estaba contemplada en el objeto del contrato, desestimando el cobro de honorarios por parte del Sr. Pérez Núñez.


Refiere que se equivocan al dictaminar en tal sentido, por cuanto resulta -como consecuencia de su tarea de investigación, control y gestión- que la Municipalidad aumentó los ingresos por estos conceptos.

Emprende una defensa y explicación de la labor desplegada y sostiene que los funcionarios municipales estaban al tanto de los pasos seguidos por el ejecutante, siendo consecuente -por lo tanto- su consentimiento y aprobación. 


Dice que efectuó un estudio sobre la base de cálculo que permitió detectar que el ingreso por la compensación mensual por la Tasa de Alumbrado Público era inferior al otro concepto que también recauda EDEN de los usuarios y para el Municipio, el denominado seis por ciento (6%) del artículo 72 ter de la Ley n° 11.769. Realizado el estudio comparativo con otros sistemas anteriormente aplicados por la Comuna, llega a lograr una mejora en la recaudación para la misma.


Se detiene en criticar el dictamen del Secretario Legal y Técnico, quien sostiene que la labor de recurrente se limita -por contrato- a tareas relativas a los meros consumos de energía.


Sostiene el principio de buena fe en la celebración, interpretación y ejecución de los contratos.


Pide la aplicación de costas a la demandada, planteando en subsidio, la inconstitucionalidad del artículo 51 apartado 1 del C.C.A. 


Hace reserva del caso federal y constitucional provincial. Ofrece prueba.


II. En su momento procesal, los Dres. Mauro Gorer y Marcela Urueña, por la Municipalidad de Junín, a fs. 216/220 consideran que yerra el actor en el objeto del reclamo, a consecuencia de la mala interpretación que efectúa sobre el contrato en cuestión.


Afirman que la actividad contratada se circunscribe a las cuestiones relacionadas "pura y exclusivamente a los consumos de energía eléctrica del municipio"; que la tarea de comparar dos (2) sistemas de cálculo no forma parte del objeto del contrato y -por ende- sin obligación de reconocimiento de parte de la Comuna. Resaltan las cláusulas fundamentales del contrato, que reafirman -a su entender- que la actividad desplegada por el profesional no forma parte del objeto de la relación contractual. Indican que, apartarse de estas premisas, violaría el principio de buena fe contractual. 


Adunan a su posición que la proposición subsidiaria del actor de agregar una claúsula al convenio ya formalizado, incluyendo la actividad que ahora reclama en su demanda, no hace más que reconocer que no formaba parte del contrato.

Afirman que la actividad desplegada por el impetrante permitió cambiar la legislación e incrementar por parte del Municipio la recaudación de la tasa de alumbrado, pero dicen que no estamos ante un reintegro o un ahorro a favor de la Municipalidad.


En subsidio, niegan y se oponen al monto de honorarios reclamados por la actora. 


Solicitan condena en costas a la contraparte; ofrecen prueba y reservan expresamente el caso federal. 


III. Tramitada la acción, el a quo rechaza la demanda, efectuando un pormenorizado y sistemático estudio de las cláusulas del contrato, y llegando a la conclusión que la base conceptual del contrato gira en derredor del ahorro o disminución de la facturación de los consumos eléctricos, sin que permita inferir otro objetivo, y que no incluye la meta de conseguir una mayor recaudación. 


Indica el Juez de grado que toda modificación introducida en el contrato debe ser aceptada por las partes, acentuándose así el carácter invariable del objeto contractual. Agrega que vulnera claras reglas de raigambre constitucional, la posibilidad que la Municipalidad tercerice la función recaudatoria de los impuestos. Impone las costas en el orden causado.

IV. Mediante presentación de fs. 351/358, el actor recurrente se queja de la sentencia y se agravia -en primer lugar- de la falta de ponderación por parte del a quo de la cláusula primera del convenio celebrado con la demandada en fecha 14 de noviembre de 2005, respecto de lo cual se disconforma con la consideración del sentenciante con relación al objeto del contrato, al cual encontró circunscripto al ahorro o disminución de la facturación del consumo eléctrico, excluyendo la previsión -que el apelante entiende como convencional- de obtener una mayor recaudación de las gabelas municipales. 


Postula la falta de ponderación de lo fijado en la cláusula décima del convenio en cuestión, en la cual el apelante considera se encuentra previsto el estudio de la información histórica y estados de compensación de cuentas recíprocas entre Municipio y EDEN S.A y que, como consecuencia, se detectó la inconveniencia del sistema utilizado; por ende, se proyectó su modificación y se obtuvo un beneficio para la comuna. Afirmó que se equivoca el sentenciante al efectuar una interpretación sistemática del contrato, olvidándose de desentrañar la voluntad de las partes, no contando la interpretación judicial con lo actuado por ambas partes luego de celebrado el contrato, y que -a su entender- el Municipio admitió al contestar la demanda; endilgó que, por las tareas desarrolladas por el impugnante, se modificó la legislación, con el consiguiente beneficio para el Estado; que estos trabajos fueron comunicados en su momento a la Comuna, mediante informes de gestión, los que no fueron observados por los funcionarios públicos. 


El apelante manifiestó que es elemento importante para desentrañar la voluntad de las partes, el pago al contratado por las tareas de análisis, control de acción, sobre tasas municipales y que no se lo reconoce por otras tasas. 


En segundo término, también objeta la afirmación de sentencia en cuanto a que no ha mediado autorización por escrito de la locataria, ya que -en principio- se halla autorizada la actividad desplegada por el actor en el artículo primero del convenio ahora discutido. Insistió en que las tareas por él desarrolladas y reclamadas en autos, estaban en conocimiento de los funcionarios públicos, no existiendo ningún acto de rechazo u oposición. Afirmó que, de prosperar la sentencia recurrida, se produciría un enriquecimiento ilícito por parte del Municipio. 


Por último, se opone al argumento de la ilegitimidad de la tercerización de la función recaudatoria, tildando de incongruente la sentencia, no siendo -el caso traído a juicio- una tercerización en la racaudación de las tasas, sino encomendar a un experto un estudio a los efectos de dictaminar sobre el estado de situación y proyectar soluciones.


V. La demandada procede a contestar el memorial a fs. 362/363, reafirmando que el objeto del contrato fue el estudio de la facturación de los consumos de energía eléctrica y no el estudio o reemplazo de la base para el cálculo de la Tasa Municipal de Alumbrado; que ello se reafirma al querer el actor introducir una claúsula con posterioridad a la firma del contrato, estipulando expresamente la actividad reclamada.


Afirma que la claúsula décima del contrato se refiere al ahorro o disminución de la facturación de los consumos eléctricos. Además, sostiene que el juez acertó al entender -a la recaudación tributaria- como una función pública estatal, siendo indelegable y, por tanto, imposible la participación del particular por vía de acuerdo.


Expuestos los antecedentes del caso, la Cámara estableció la siguiente 

CUESTIÓN:
¿Es justa la sentencia apelada?
VOTACIÓN:
A la cuestión, la Jueza Dra. Valdez dijo: -


i. El recurso de apelación traído por la parte actora contiene dos (2) agravios. 


El primero se centra en la crítica puntual a la interpretación que ha dado el Magistrado de grado a la convención suscripta por ambas partes de este pleito, es decir, el Ingeniero Pérez Núñez y la Municipalidad de Junín; más específicamente, sobre el alcance del objeto del contrato. A la par, invoca la innecesariedad de autorización escrita con relación a la actividad desplegada por el recurrente como locador. 


En el segundo agravio, tacha a la sentencia de incongruente, al considerar a la actividad por él desplegada como tercerización de la función recaudatoria.


ii. Para verificar si el alcance dado al mismo en anterior instancia se encuentra ajustado a derecho, habré de adentrarme en la labor interpretativa.


Más allá de las denominaciones que las partes dieran al contrato -v. mismo contrato de fs. 11/13 - 89/91, demanda y contestación- no hay dudas que el mismo se dirigía a la satisfacción de un interés público (SCBA B 58.248; B 58.211), por la búsqueda de mejorar el presupuesto comunal -herramienta necesaria para llenar los cometidos públicos-, circunstancia que lo enmarca como un contrato administrativo.


Esta cuestión da cauce a la interpretación, toda vez que el Máximo Tribunal Provincial tiene dicho que "Las cláusulas de los contratos administrativos deben interpretarse de permitirlo su letra, de conformidad con el régimen legal al que se encuentran sometidos, preservando así la validez de aquellas y la necesaria primacía de éste.", en causa B 53.435 "Empresa Hípica Argentina S.A. contra Provincia de Buenos aires (Poder Ejecutivo). Demanda contencioso administrativa", sentencia del 15 de setiembre de 1998.


Creo conveniente comenzar por preguntar qué es lo que las partes pretendieron regular. 


Ante ello, entiendo que la estipulación de fs. 11/13 (que acompañara el actor al libelo inicial) y concordante con el de fs. 89/91 -documental agregada por el Municipio accionado- refiere al ofrecimiento de la locadora -actor recurrente- de su trabajo como Ingeniero electricista y la aceptación -por parte de la locataria, Municipio demandado- para que el primero estudie y/o analice y/o controle la relación contractual entre la Municipalidad de Junín y EDEN S.A., por la prestación del servicio de suministro de energía eléctrica y de cobro de tasas en el Partido de Junín, para que -a su vez- permita formalizar una nueva propuesta de ordenamiento de los suministros y elaboración de un nuevo esquema de los mismos, con la finalidad de obtener (como resultado del contrato) una disminución del precio de la unidad de medida facturada por Eden S.A. por dicho concepto, durante el lapso de vigencia del contrato en cuestión.


Entiendo que lo establecido en la primera cláusula del contrato constituye su objeto y, a consecuencia de la tarea encomendada, se establecieron conductas adicionales previstas para posibilitar la concreción del objeto. Tales los casos de las cláusulas segunda, tercera y décima. 


Como contraprestación, el pacto de la cláusula quinta estableció: "El precio de la locación será el equivalente al treinta y cinco por ciento (35%) del ahorro o disminución del valor de la facturación que emita el prestador del servicio durante los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de cada nuevo esquema. La determinación del precio se efectuará mensualmente, a partir del plazo detallado anteriormente, mediante el cotejo del nuevo valor resultante de la energía con la anterior, para establecer así la diferencia de la cual se calculará el porcentaje fijado como precio de la locación. No se abonará suma alguna por la disminución del costo de los suministros derivada de una baja en el consumo por cuestiones estacionales o por reducción del precio del KW dispuesto unilateralmente por 'La Prestadora'".


A su vez, la cláusula décima estableció: "Si del cumplimiento de la cláusula primera, por estudio de la información histórica y estados de compensación de cuentas recíprocas entre el Municipio y 'La Prestadora' se detectaran errores y/o anomalías en la facturación de las que surgieran sobrefacturaciones por parte de 'La Prestadora', se gestionará el reclamo por diferencias ante ella. En caso de no prosperar el reclamo dentro de los términos legales, 'La locadora' quedará obligada a gestionar por ante las autoridades pertinentes la resolución favorable a 'La locataria', suministrando el debido aporte técnico legal para fundamentar los reintegros correspondientes."

A renglón seguido, la cláusula décimo primera determinó: "en caso de la cláusula anterior y una vez logrado el recupero, 'La locataria' abonará a 'La locadora', por única vez y en concepto de honorarios, el cuarenta por ciento (40%) de lo obtenido por dicho trabajo en cada caso en que haya intervenido, realizándose el pago con los medios financieros detallados en la cláusula sexta del presente."

iii. Ahora pues, el actor entabló -además de la pretensión anulatoria, de cuyo tratamiento por el a quo no se agraviara- pretensión de reconocimiento de derechos en torno de los honorarios que reclamara por la suma de Pesos Ocho Mil Ciento Noventa y Dos ($.8.192) por haber efectuado -previa comprobación de la mengua de los ingresos del Municipio en concepto de Tasa por Alumbrado en el Partido de Junín- estudios comparativos entre los sistemas de facturación de la tasa aludida, logrando -a raíz de ello y modificación normativa mediante- un aumento significativo en la recaudación por dicho tributo.


Desde ya que el primer agravio (dirigido a argumentar acerca del mayor valor pretendido como contraprestación) no puede tener cabida favorable, en tanto, de la letra del propio contrato, no se evidencia previsión alguna al respecto o que demuestre que las partes lo hayan tenido en miras al suscribirlo; más bien, los resultados positivos obtenidos por el Municipio, esto es, el aumento en la recaudación por la Tasa de Alumbrado en el Partido de Junín, se erigen como consecuencias derivadas del objeto contractual. Insisto, debe rechazarse al no existir exteriorización de la voluntad en el instrumento que refiera expresamente a honorarios diferentes de los supuestos de las cláusulas quinta y décimo primera.


De esta forma, la particularidad de tratarse de un contrato administrativo marca la suerte del actor en forma negativa, toda vez que el régimen legal al que se encuentran sometidos estos contratos hace que su interpretación deba estar a la letra de la ley y de conformidad con el régimen legal que los incumbe (SCBA B 49.224).


Respecto del reconocimiento que el apelante dice encontrarse acaecido en el caso por parte de la demandada, en torno de la ejecución -por el actor- de tareas en el cambio de aplicación de la legislación que permitiera a la Comuna incrementar la recaudación de la Tasa de Alumbrado, estimo necesario aclarar que a fs. 219 de la causa el demandado no ha reconocido la petición del actor sino que realiza una defensa en subsidio para el caso que el juez admitiera las tareas por las que se reclaman los honorarios; por lo tanto, no corresponde entender que con ello, al contestar la demanda no ha dado cumplimiento a la carga de efectuar una negativa categórica de los hechos expuestos en la demanda, tal como lo prevé el artículo 37 inc.1 del CCA (semejante al artículo 354 inciso 1 del CCA invocado por el apelante a fs.355).


Asimismo, el actor insiste en que la interpretación debe recoger la conducta posterior de la Administración y que resulta indiciaria la aceptación que invoca respecto de la demandada, de la tarea del actor en el análisis, control y acción sobre tasas municipales. Cita en forma particular a las certificaciones emitidas por el Contador Gastón Guidi -por entonces a cargo de la Secretaría de Economía y Producción- y de la Contadora Débora Gallinari, a quien indica como entonces Directora General de Ingresos Públicos. 


Esta postura resulta improcedente tratándose de un contrato de carácter administrativo, el cual es ley para las partes (SCBA causa B. 54.474); por ello, no cabe apartarse de su letra -que carece de previsiones respecto de la pretensión actoral- por lo que entiendo, en el caso, el texto resulta claro. 


Las presunciones, que no constituyen un medio de prueba, sino que son una operación mental que realiza el juzgador sobre la base de indicios, deben ser "...ponderados y relacionados unos con otros y todos entre sí (SCBA, 20/11/79, ac. 27.694, DJBA, 117-481)", citado en "Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires. Comentarios. Jurisprudencia", Fenochietto, Legislación, Ed. La Rocca, Bs. As., 1996, página 189.


En el caso, el contrato administrativo es la prueba directa que anula la validez en la ponderación que el juzgador pudiera efectuar sobre las presunciones (conf. SCBA Ac. 92.320, sentencia del 20 de diciembre de 2006 "Geddes").


iv. A fs. 355 y vta., el actor indica -respecto a la cláusula adicional-: "Resulta entonces evidente que el ofrecimiento tendía a saldar una cuestión de interpretación del contrato (no de su ampliación) por una de las partes, puesto que la comuna -que había aceptado la tarea del accionante y consentido su ejecución- venía ahora a desconocer el derecho a la condigna retribución".


Similares fundamentos que los brindados en el punto iii. de estos considerandos, me llevan a desestimar el segundo agravio (relativo a la desinterpretación que refiere el apelante sobre el ofrecimiento de una cláusula adicional); por consecuencia, lo relativo a la innecesariedad del requerimiento del permiso escrito de la locataria de obra.


Al no encontrarse estipulada la contraprestación por la cual se ha accionado, no puede el cocontratante pretenderla, debiendo estar a la letra del propio contrato administrativo. 


v. En cuanto al achaque de incongruencia a la sentencia, conviene comenzar por recordar que la congruencia es la correlación entre el fallo y las peticiones formuladas.


El a quo ha plasmado en sentencia un iter decidendi con lógica y razonamiento que demuestra la correspondencia entre la pretensión y la decisión fondal. 


El apelante se disconformó con los alcances que el juez de grado diera a la propia pretensión, resultando ello impropio para tildar al fallo de incongruente, teniendo en cuenta que: "Una resolución judicial puede incurrir en incongruencia no sólo cuando omite decidir sobre alguna pretensión u oposición, emitiendo un pronunciamiento en menor medida que el pedimento de los litigantes ('cifra petita), o excede las peticiones que conforman la litis ('ultra petita"'), sino también cuando aquélla versa sobre cuestiones ajenas al thema decidendum", caso en que se configura la hipótesis de sentencia 'extra petita'." (CC0101 LP 238801 RSI-109-2 I 21-3-2002, "Diehl, Claudia R. s/ Beneficio de litigar sin gastos en autos Plataplastic S.C. c/ Club Def. de Cambaceres s/ daños y perj.").


Así también: "Está vedado a los jueces dictar sentencia 'extra petita', esto es apartándose de los términos en que quedó trabada la relación procesal y decidiendo en forma distinta a la pedida por las partes" (SCBA, L 75586 S 30-4-2003, Juez Pettigiani -SD-, "Licursi, Marta Elsa c/ Brichetti, Daniel y otros s/ Despido, indemnización L.N.E.").


En igual sentido: "El principio de congruencia se vincula, básicamente, con la forma en que los órganos jurisdiccionales deben resolver las cuestiones sometidas a su decisión, teniendo en cuenta los términos en que quedó articulada la relación proceal, esto es, sin incurrir en omisiones o demasías decisorias." (SCBA Ac. 86.013, Ac. 78.830, Ac. 65.193, entre muchos otros).


En definitiva, la cuestión planteada en el agravio en tratamiento no se encuentra dada en autos, por lo que propongo se la desestime.


Por los fundamentos dados precedentemente, VOTO por el rechazo del recurso de apelación interpuesto por la actora.

El Juez Dr. Cebey dijo: -


Por similares consideraciones que las expresadas por la Dra. Valdez, VOTO en igual sentido. 

A la cuestión, el Juez Dr. Schreginger expresó: -


Compartiendo lo expuesto por la colega del primer voto, adhiero al mismo.


En virtud del resultado que instruye el Acuerdo que antecede, esta Cámara

RESUELVE: 
1º Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la actora; -

2º Confirmar la sentencia de primera instancia, en lo que ha sido materia de agravio, por los fundamentos dados; -

3º Tener presente el caso constitucional planteado por el apelante a fs. 357 vta./358, y por la demandada a fs. 364; -

4º Imponer las costas por su orden (artículo 51 apartado 1º CCA según Ley nº 13101); -

5º Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad (artículo 51 decreto ley n° 8904/77).


Regístrese y notifíquese por Secretaría.

CRISTINA YOLANDA VALDEZ          DAMIÁN NICOLÁS CEBEY

MARCELO JOSÉ SCHREGINGER 

ANTE MÍ:

